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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, trece de octubre dos mil nueve

Acta  N° 352.
Procede la Sala a resolver a continuación el recurso de apelación que el apoderado judicial del demandante, interpuso en relación con la sentencia dictada el 26 de noviembre de 2008 por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira en este proceso abreviado agrario de imposición de servidumbre de tránsito adelantado por Gustavo León Sierra Gallego contra Juan Carlos Solórzano Posada.




ANTECEDENTES

1. La demanda para promover el referido proceso se presentó el 9 de junio de 2006, y en ella se solicitó decretar la imposición de una servidumbre legal de tránsito sobre el predio donde actualmente funciona la “Fonda Los Guaros”, ubicado en el Paraje Belmonte denominado “Zanjón Hondo” de Pereira, Risaralda, identificado con la matrícula inmobiliaria N° 290-72432 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de la misma localidad, propiedad del demandado Juan Carlos Solórzano Posada, y a favor del predio que linda con el anterior, ubicado en la misma dirección, inscrito con matrícula inmobiliaria N° 290-72630 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta ciudad, propiedad del demandante Gustavo León Sierra Gallego; que como consecuencia de lo anterior, se disponga la inscripción de esta decisión en la Oficina de Registro correspondiente; se declare que el demandante no está obligado a reconocer suma alguna al demandado en virtud de la servidumbre impuesta, por tratarse de una servidumbre legal; y que se condene al demandado a pagar las costas del proceso.

2. En apoyo de estas pretensiones se expusieron los hechos que a continuación se resumen:

2.1 Los predios a los que se hizo referencia en el acápite anterior, identificados con matricula inmobiliaria N° 290-72432 y N° 290-72630, que en su orden son propiedad del demandado y demandante respectivamente, conformaban inicialmente un solo inmueble de propiedad de la Sociedad Londoño Bernal & Cía. Ltda.; el lote englobado fue segregado y vendida una parte del mismo, que actualmente pertenece al señor Juan Carlos Solórzano Posada, quedando un lote remanente, que con posterioridad fue vendido a terceros, y que finalmente adquirió el demandante Gustavo León Sierra Gallego, en diligencia de remate ante autoridad judicial.

2.2 El predio adquirido por el demandante, se halla inhabilitado para acceder al sendero público, y por tanto, se requiere de la imposición de la servidumbre de tránsito, como única forma expedita para que dicho predio tenga comunicación con la vía pública.

3. El trámite de la instancia se puede resumir así:

3.1 El 7 de julio de 2006 se admitió la demanda por auto en el que también se dispuso correr traslado no solo al demandado, sino también al Procurador Agrario.

3.1 El demandado se entendió notificado por conducta concluyente, al haber presentado ante el juzgado de primera instancia, memorial-poder en que designó apoderada judicial. Sin embargo, no se descorrió el traslado de la demanda.

3.2 La audiencia de conciliación se surtió sin resultados positivos para el proceso. 

3.3 El período probatorio trascurrió con la práctica de varias pruebas solicitadas por las partes (documentales, testimoniales, inspección judicial y dictamen pericial).

3.4 En la etapa de alegatos intervino únicamente el apoderado de la parte demandante, oportunidad en la que sostuvo sus diferentes puntos de vista.

3.5 Finalmente, el a quo dictó sentencia el 26 de noviembre de 2008, en la que accedió a la pretensión principal declarando la imposición de la servidumbre de tránsito sobre el inmueble identificado con la matrícula inmobiliaria 290-72432, de propiedad del señor Juan Carlos Solórzano Posada, a favor del predio que linda con éste, identificado con la matrícula inmobiliaria 290-72630 de propiedad del señor Gustavo León Sierra Gallego.  Se tomaron las demás determinaciones accesorias pertinentes, entre ellas, lo ordenado en el ordinal tercero del fallo, en el que se declara que el demandado, dueño del predio sirviente, tiene derecho, por la constitución de la servidumbre, y a título de indemnización, por concepto de valor del terreno, a la suma de siete millones cuatrocientos veinticinco mil pesos ($7.425.000.00), suma que habrá de ser pagada por el demandante, dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria del fallo, en forma directa al demandado, o mediante consignación en el Banco Agrario a órdenes del juzgado.

4. Precisamente este aspecto del pago de la indemnización, fue lo que generó la inconformidad del demandante, quien de manera oportuna interpuso  el recurso de apelación del que se ocupa ahora la Sala.

5. Para impetrar el recurso de alzada, el apoderado recurrente comienza por delimitar su inconformidad con el fallo impugnado, al pago de la indemnización por la imposición de la servidumbre legal de tránsito decretada por el juez de primera instancia, y sustenta su argumento en el contenido del artículo 908 del Código Civil, recalcando que la redacción del texto jurídico invocado la considera  aplicable al caso controvertido, pues a su juicio, al momento de desenglobar, partir o adjudicar un terreno a distintos dueños, se entenderá concedida a favor de la parte que quedó separada del camino, una servidumbre de tránsito sin indemnización, con lo cual se da cabida a la función social que debe cumplir la propiedad. 

CONSIDERACIONES

Dado que respecto de los presupuestos procesales no se encuentran falencias; como que la demanda se advierte apta, el juzgado de conocimiento tenía competencia para dirimir el litigio y las partes estaban revestidas de capacidad para serlo y para comparecer al proceso; procede la Sala a decidir de fondo el presente asunto.

Las servidumbres, como lo prevé el artículo 793 del Código Civil en su ordinal 3°, son uno de los modos en que el derecho de dominio puede ser limitado, y se encuentran definidas como “un gravamen impuesto sobre un predio en utilidad de otro predio de distinto dueño” (artículo 879 ibídem), aunque cuando se trata de servidumbres legales, entendidas como aquellas “relativas al uso público” (artículo 897), puede no haber lugar a uno de los elementos que las constituyen, el predio dominante, ya que en los casos de acueducto, gasoductos y en general obras públicas, únicamente se tendrán el predio sirviente y el gravamen.

En este caso concreto, se trata de una servidumbre legal de tránsito, a la que hacen referencia los artículos 905 y 908 del Código Civil. La misma existe no solo a favor de los fundos enclavados que carecen de todo acceso a la vía pública, sino también de los que no tienen más que una salida insuficiente para su explotación,
 y se constituye como un derecho que tiene el dueño del predio dominante, para reclamar la apertura de una vía a través de los predios vecinos (sirvientes), y así lograr la explotación económica del suyo. 

En el caso de esta litis la Sala observa, que es acertado el análisis hecho por el a quo, en cuanto a la presencia de los elementos necesarios para la declaración de la existencia e imposición de la servidumbre de tránsito a favor del predio del demandante, pues las pruebas arrimadas al proceso dan cuenta real y objetiva de la incomunicación que afecta al inmueble del actor, y del aislamiento casi total respecto del camino público o carretera central, que le limita su adecuada explotación económica.

Asimismo encuentra la Sala, que en las alegaciones presentadas en esta instancia por el apoderado recurrente, éste manifiesta expresamente, que comparte, en un todo, la sentencia dictada por el Juez Quinto Civil del Circuito, exceptuando lo relacionado con el pago de la indemnización por la imposición de la servidumbre. Fundamenta su inconformidad, en el contenido del artículo 908 del Código Civil, lo cual resulta descontextualizado, pues, entre demandante y demandado no se perfeccionó relación contractual alguna de permuta o compraventa ni fueron con anterioridad dueños en proindiviso, por lo que no se da ninguno de los dos eventos que permiten la imposición de la servidumbre sin indemnización alguna. Dentro de la foliatura aparece diáfanamente demostrado que el modo de adquisición del predio por parte del demandante, fue mediante adjudicación de remate ante autoridad judicial, sin injerencia alguna del predio del demandado, pues el mismo había sido adquirido anteriormente mediante contrato de compraventa, celebrado en circunstancias de tiempo y modo totalmente diferentes. Quiere decir lo anterior, que a tal situación fáctica que nos ocupa le son aplicables los artículos 905 y 906 del Código Civil, y no el artículo 908 ibídem, como equivocadamente lo sostiene el recurrente.  

Es sabido, de otro lado, con la excepción de lo previsto en el artículo 908 citado, que como ocurre con la imposición de todas las servidumbres legales, el dueño del bien afectado no tiene la atribución de resistirse a su imposición porque la necesidad de las mismas resulta indiscutible, pero por ser esa la razón, en desarrollo del principio de equidad y del equilibrio económico que debe perdurar frente a todas las relaciones jurídicas de su estirpe, igualmente debe recibir una compensación, o para mejor decirlo, una retribución por la merma patrimonial que sin su voluntad ha tenido que padecer, la que ha de estar sustentada en un pilar fundamental, cual es de que se le indemnice con exactitud el perjuicio que le sea causado. Y como indemnización que es, igualmente ha de serlo en toda su intensidad y cabalidad, pero sin que dentro de su concepto y contenido pueda traspasar el lindero y adentrarse en la del enriquecimiento.  Dicho de otra manera, la indemnización ha de ser entendida dentro del estricto sentido de la retribución por el perjuicio, pero no puede ser causa o fuente de un enriquecimiento sin causa; solamente así concebida se acata el sentido de la ley, que se reitera no es otro que el de hallar la perduración del equilibrio económico en cabeza del titular del bien afectado con la servidumbre.

Ahora, dentro de ese concepto de restitución equitativa y completa del perjuicio, para la Sala es predicado esencial que debe tener un límite máximo representado por el valor del terreno afectado, entendido éste como el suelo y las obras o plantaciones adheridas al mismo.  Es decir, dentro del concepto del perjuicio para efectos de establecer la indemnización pertinente debe existir un extremo en el valor, que debe ser el que representa comercialmente la zona del dueño afectada con las mejoras en él plantadas atendiendo sus circunstancias específicas en torno a la circulación de bienes en el comercio. En materia de indemnización de perjuicios causados por la imposición de una servidumbre lo que interesa es determinar el valor comercial, que es el real, de la zona afectada, y la disminución de ese valor por la afectación a la vez que la pérdida del valor integral del inmueble por virtud de la misma. Dicho de otra manera, lo que ha de cuantificarse es la depreciación de la zona de la servidumbre y del resto del inmueble, para así concluir en el perjuicio real y objetivo que padece su propietario.

En concordancia con lo anterior cabe considerar adicionalmente para el caso que se decide, que el dictamen pericial presentado por la perito cumple los requisitos que de acuerdo con el artículo 237 del Código de Procedimiento Civil debe reunir para tenerlo como prueba idónea del valor de la indemnización, principalmente porque se advierte claro y preciso, aparte de que no fue objeto de reproche alguno de parte de los interesados.

En consonancia con lo discurrido, y sin necesidad de otra clase de consideraciones, se confirmará íntegramente el fallo apelado, con condena en costas a cargo de la parte demandante y a favor de la demandada, según lo dispone el numeral 3 del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil – Familia de Decisión, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de fecha 26 de noviembre de 2008 proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito dentro del presente proceso.  Con costas a cargo de la parte demandante y a favor de la demandada. 

Notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos 



Gonzalo Flórez Moreno

� En la sentencia C-544 de 18 de julio de 2007, la Corte Constitucional declaró inexequible la expresión “toda” del artículo 905 del Código Civil y dejó claro que debe imponerse no solo a favor de los predios totalmente incomunicados. 
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